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      26.748
     Abaned Clavijo de Montoya y otros

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCIÓN A

Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

Bogotá D.C., diez (10) de julio de dos mil trece (2013)
Radicación número: 
76001-23-31-000-2000-00225-01 (26.748)
Actor:



Abaned Clavijo de Montoya y otros
Demandado: 
Nación - Departamento Administrativo Nacional de la Economía Solidaria- DANSOCIAL y otro 
Asunto:


Acción de reparación directa
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia del 1° de septiembre de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en la que se negaron las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES
1. El 16 de diciembre de 1999, en ejercicio de la acción de reparación directa y a través de apoderado judicial, los señores Abaned Clavijo de Montoya, Alejandro Giraldo Jiménez, Aleyda Mejía Gañán, Amparo del Socorro Flórez Londoño, Amparo Nieto Velásquez, Ana Lucía Vásquez Serna, Armando Gaitán Lombana, Aura María Arias Bermúdez, Aura María Correa de Arias, Aurora Sofía Arias Correa, Bertha Lucy López Gómez, Blanca Nubia Currea Rivera, Carlos Andrés Pérez Gallego, Carlos Humberto Arias Bermúdez, Carlos Rodrigo Millán Gutiérrez, Clara Inés Bravo de Jiménez, Claudia Patricia Díaz Patiño, Dioselina Gutiérrez Raigosa, Dora Alicia Mejía Gañán, Duberney Ramírez Toro, Edgardo Raúl Casadiego Villalobos, Elizabeth Pérez Restrepo, Elvia María Gómez de López, Elvira del Socorro Buitrago de Guerrero, Fabiola Buenaventura de Toro, Flor de María Chavarriaga Holguín, Floralith Ayala Gordillo, Gerardo Echeverry Serna, Gilberto Delgado Pino, Gloria Amparo Gutiérrez Gutiérrez, Hernán Ortiz Valencia, Hernán Tascón Rendón, Humberto Arias López, Inés Velásquez Vda de Calderón, Inés Vásquez Serna, Javier Ruíz García, Jorge Carlos Puerta Ríos, José Fernando Tobón Pérez, José Faumier Puerta Grajales
, José Wilmar Patiño Orozco, Juan Carlos Valdés García, Leonel Restrepo Londoño, Libardo Antonio Giraldo Giraldo, Liliana Arango Calderón, Luz Nelly Bustamante Giraldo, María Adela López de Castaño, María Consuelo Pineda Tobón, María del Carmen Chamosa Fernández, María del Carmen Amelia Fernández de Chamosa, María Emilce Agudelo Osorio, María Fabiola Agudelo Guerrero, María Jesús Valencia Agudelo, María Lucila Acosta Arenas, María Luz Dary Osorio de Arango, María Lyda Cardona Velásquez, María Marleny Barco de Hoyos, María Nidia Londoño de Ayala, Mariela Gutiérrez Castillo, Mariela Mazuera de Sanz, Mariela Vásquez de Patiño, Martha Cecilia Villegas Duque, Martha Lucía Rodríguez Triviño, Matilde Elena Villalobos Madrid, Nancy Castro Bedoya, Nancy Osorio Agudelo, Nancy Tascón Rendón, Nelly Cardona de Gutiérrez, Nelly Núñez Flórez, Octavio Acevedo, Olma Penilla Ballesteros, Orlando Bolívar Salazar, Ramón Alfredo Arias Marín, Roberto García Rosales, Rosa María Escobar de Montoya, Rosa María Rendón de Tascón, Ruby Amparo Arias Correa, Samuel Giraldo Ramírez, Sisney Penilla Ballesteros, Soledad Vásquez Serna, Stella Castro Bedoya, Teresita de Jesús Zapata Bedoya y Yolanda Realpe Castillo, actuando en nombre propio, solicitaron que se declarara la responsabilidad patrimonial de la Nación - Departamento Administrativo Nacional de la Economía Solidaria- DANSOCIAL y del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, por los daños y perjuicios causados con la omisión en la prestación del servicio de vigilancia a la Empresa Cooperativa de Ahorro y Crédito –JOREPLAT, lo que llevó a que esta última “no hubiese devuelto y pagado … el valor de sus ahorros e intereses en los términos y fecha (sic) pactados, representados en Cuentas de Ahorro (sic) y los títulos valores, tales como: Certificado de Depósito de Ahorro a Término –CDAT-, Inversión Empresarial, Inversión Preferencial y Socio Millonario”
.
Solicitaron que, en consecuencia, se condenara a pagarles, por concepto de perjuicios materiales, en las modalidades de daño emergente y lucro cesante, las sumas que quedaran probadas en el proceso, consistentes en el valor íntegro de sus ahorros, con los correspondientes intereses pactados y adeudados por la entidad financiera.
Como fundamento de sus pretensiones, narra la demanda que la Presidencia de la República, mediante el Decreto 1134 del 30 de mayo de 1989, autorizó a la Empresa Cooperativa de Ahorro y Crédito –JOREPLAT, para ejercer actividades financieras con terceros no socios.

Fue pública y ampliamente difundida por los medios de comunicación la inoperancia e incapacidad del Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas – DANCOOP, en el ejercicio de su función de vigilancia, a tal punto que, con la expedición del Decreto 798 de 1997, la Presidencia de la República prohibió poner recursos públicos en las cooperativas financieras. 
Luego de una crisis en el sector cooperativo de Colombia, mediante la Ley 454 del 4 de agosto de 1998, se introdujeron modificaciones sustanciales en la regulación de la economía solidaria, tales como la transformación del Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas – DANCOOP en el Departamento Administrativo Nacional de la Economía Solidaria - DANSOCIAL, la creación del Fondo de Garantías para las Cooperativas Financieras y de Ahorro y Crédito y, se dictaron normas para el ejercicio de la actividad financiera de las entidades de naturaleza cooperativa, con el objeto de prever garantías para los ahorradores del sistema financiero.
No obstante lo anterior, la mayoría de las cooperativas del país ya habían colapsado financieramente y fueron intervenidas tardíamente, dejando a miles de ahorradores sin su dinero.
La Empresa Cooperativa de Ahorro y Crédito – JOREPLAT fue intervenida y, posteriormente, liquidada por DANCOOP (Folios 442 a 446 del cuaderno principal).
1.1. Abaned Clavijo de Montoya depositó en JOREPLAT, entre el 1° de marzo de 1996 y el 6 de febrero de 1997, $21’207.000 representados en 6 títulos valores.
Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $22’747.476.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $36’870.395
 (Folios 446 a 448 del cuaderno principal). 

1.2. Alejandro Giraldo Jiménez depositó en JOREPLAT, entre el 27 de enero y el 11 de agosto de 1997, $13’000.000 representados en 3 títulos valores y $554.929 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $13’554.929.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $21’491.592 (Folios 449 y 450 del cuaderno principal). 

1.3. Aleyda Mejía Gañán depositó en JOREPLAT, entre el 16 de agosto y el 13 de diciembre de 1996, $21’100.000 representados en 4 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $21’100.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $40’838.786 (Folios 451 y 452 del cuaderno principal). 

1.4. Amparo Nieto Velásquez depositó en JOREPLAT, el 30 de enero de 1995, $2’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $2’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $5’529.606 (Folio 453 del cuaderno principal). 

1.5. Amparo del Socorro Flórez Londoño depositó en JOREPLAT, el 28 de agosto de 1997, $4’300.000 representados en 1 título valor y $2’000.000 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $6’389.338.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $9’660.594 (Folio 454 del cuaderno principal).

1.6. Ana Lucía Vásquez Serna depositó en JOREPLAT, el 14 de julio de 1997, $3’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $3’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $4’743.882 (Folio 455 del cuaderno principal).

1.7. Armando Gaitán Lombana depositó en JOREPLAT, entre el 26 de junio de 1996 y el 26 de junio de 1997, $6’800.000 representados en 3 títulos valores y $334.995 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $7’134.995.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $12’698.250 (Folios 456 y 457 del cuaderno principal).

1.8. Aura María Arias Bermúdez depositó en JOREPLAT, el 16 de diciembre de 1996, $400.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $400.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $649.995 (Folios 458 y 459 del cuaderno principal).

1.9. Aura María Correa de Arias depositó en JOREPLAT, entre el 11 de marzo de 1996 y el 14 de abril de 1997, $11’700.000 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $11’700.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $19’588.589 (Folio 460 y 461 del cuaderno principal).

1.10. Aurora Sofía Arias Correa depositó en JOREPLAT, el 20 de junio de 1997, $10’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $10’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $16’101.084 (Folios 462 y 463 del cuaderno principal).

1.11. Bertha Lucy López Gómez depositó en JOREPLAT, entre el 2 de abril de 1996 y el 2 de diciembre de 1997, $8’000.000 representados en 1 título valor y $842.059 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $8’842.059.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $18’947.292 (Folios 464 y 465 del cuaderno principal).

1.12. Blanca Nubia Currea Rivera depositó en JOREPLAT, entre el 9 de mayo de 1996 y el 10 de abril de 1997, $3’650.000 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $3’650.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $6’332.376 (Folios 466 y 468 del cuaderno principal).

1.13. Carlos Andrés Pérez Gallego depositó en JOREPLAT, el 16 de febrero de 1996, $5’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $5’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $11’430.446 (Folio 467 del cuaderno principal).
1.14. Carlos Humberto Arias Bermúdez depositó en JOREPLAT, entre el 12 de enero de 1996 y el 28 de julio de 1997, $3’053.484 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $3’053.484.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $6’280.773 (Folios 469 y 470 del cuaderno principal).

1.15. Carlos Rodrigo Millán Gutiérrez depositó en JOREPLAT, el 12 de agosto de 1996, $5’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $5’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $9’531.769 (Folios 471 y 472 del cuaderno principal).

1.16. Clara Inés Bravo de Jiménez depositó en JOREPLAT, el 22 de agosto de 1996, $1’500.000 representados en 1 título valor y $588.882 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $2’088.882.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $3’719.801 (Folios 473 y 474 del cuaderno principal).

1.17. Claudia Patricia Díaz Patiño depositó en JOREPLAT, el 1° de agosto de 1997, $3’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $3’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $4’685.871 (Folio 475 del cuaderno principal).

1.18. Dioselina Gutiérrez Raigosa depositó en JOREPLAT, el 10 de febrero de 1997, $2’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $2’.000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $3’183.528 (Folios 476 y 477 del cuaderno principal).

1.19. Dora Alicia Mejía Gañán depositó en JOREPLAT, entre el 3 de junio de 1996 y el 9 de julio de 1997, $4’600.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $4’600.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $8’355.214 (Folios 478 y 479 del cuaderno principal).

1.20. Duberney Ramírez Toro depositó en JOREPLAT, entre el 17 de octubre de 1995 y el 19 de enero de 1996, $4’500.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $4’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $7’375.060 (Folios 480 y 481 del cuaderno principal).

1.21. Edgardo Raúl Casadiego Villalobos depositó en JOREPLAT, el 15 de julio de 1997, $1’500.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $1’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $2’368.000 (Folios 482 y 483 del cuaderno principal).

1.22. Elizabeth Pérez Restrepo depositó en JOREPLAT, entre el 2 de octubre de 1995 y el 3 de junio de 1998, $8’000.000 representados en 3 títulos valores y $15’631.626 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $31’631.626.
A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $44’011.288 (Folios 484 y 485 del cuaderno principal).

1.23. Elvia María Gómez de López depositó en JOREPLAT, el 19 de marzo de 1996, $4’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $4’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $8’083.068 (Folios 486 y 487 del cuaderno principal).

1.24. Elvira del Socorro Buitrago de Guerrero depositó en JOREPLAT, el 20 de octubre de 1995, $9’700.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $9’700.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $16’235.604 (Folios 488 y 489 del cuaderno principal).

1.25. Fabiola Buenaventura de Toro depositó en JOREPLAT, entre el 17 de agosto de 1995 y el 8 de noviembre de 1996, $8’400.000 representados en 1 título valor y $509.158 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $8’909.158.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $16’888.281 (Folio 490 del cuaderno principal).

1.26. Flor de María Chavarriaga Holguín depositó en JOREPLAT, el 11 de agosto de 1997, $5’000.000 representados en 1 título valor y $997.359 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $5’997.359.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $9’288.873 (Folio 491 del cuaderno principal).

1.27. Floralith Ayala Gordillo depositó en JOREPLAT, entre el 2 de julio de 1996 y el 2 de enero de 1997, $4’715.033 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $4’714.033.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $8’306.718 (Folios 492 y 493 del cuaderno principal).

1.28. Gerardo Echeverry Serna depositó en JOREPLAT, entre el 8 de marzo de 1996 y el 20 de noviembre de 1996, $18’500.000 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $18’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $40’134.466 (Folios 494 y 495 del cuaderno principal).
1.29. Gilberto Delgado Pino depositó en JOREPLAT, entre el 4 de febrero de 1995 y el 3 de enero de 1997, $5’513.781 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $5’513.781.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $10’460.426 (Folios 496 y 497 del cuaderno principal).

1.30. Gloria Amparo Gutiérrez Gutiérrez depositó en JOREPLAT, el 19 de noviembre de 1996, $13’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $13’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $20’457.091 (Folio 498 del cuaderno principal).

1.31. Hernán Ortiz Valencia depositó en JOREPLAT, el 3 de marzo de 1997, $910.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $910.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $1’517.277 (Folios 499 y 500 del cuaderno principal).

1.32. Hernán Tascón Rendón depositó en JOREPLAT, el 4 de noviembre de 1997, $10’609.383 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $10’609.383.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $16’251.189 (Folio 501 del cuaderno principal).

1.33. Humberto Arias López depositó en JOREPLAT, el 17 de marzo de 1997, $1’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $1’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $1’737.830 (Folio 502 del cuaderno principal).

1.34. Inés Velásquez Vda de Calderón depositó en JOREPLAT, el 13 de mayo de 1997, $1’950.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $1’950.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $3’146.764 (Folio 503 del cuaderno principal).

1.35. Inés Vásquez Serna depositó en JOREPLAT, el 16 de abril de 1996, $2’500.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $2’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $4’473.951 (Folios 504 y 505 del cuaderno principal).

1.36. Javier Ruíz García depositó en JOREPLAT, entre el 27 de septiembre de 1995 y el 27 de septiembre de 1996, $70’000.000 representados en 1 título valor y $124’257.100 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $194’257.100.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $379’118.806 (Folios 506 y 507 del cuaderno principal).
1.37. Jorge Carlos Puerta Ríos depositó en JOREPLAT, el 13 de mayo de 1997, $5’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $5’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $7’818.273 (Folios 508 y 509 del cuaderno principal).

1.38. José Fernando Tobón Pérez depositó en JOREPLAT, el 13 de mayo de 1997, $348.000 representados en 1 título valor y $4’864.155 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $5’212.155.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $8’023.886 (Folios 510 y 511 del cuaderno principal).
1.39. José Wilmar Patiño Orozco depositó en JOREPLAT, el 5 de diciembre de 1995, $10’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $10’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $15’796.089 (Folios 512 y 513 del cuaderno principal).
1.40. Juan Carlos Valdés García depositó en JOREPLAT, el 26 de diciembre 1996, $13’411.681 representados en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $13’411.681.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $23’050.008 (Folio 514 del cuaderno principal).

1.41. Leonel Restrepo Londoño depositó en JOREPLAT, el 4 de julio de 1996, $5’500.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $5’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $9’133.129 (Folios 515 y 516 del cuaderno principal).

1.42. Libardo Antonio Giraldo Giraldo depositó en JOREPLAT, entre el 4 y el 12 de marzo de 1997, $10’400.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $10’400.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $17’866.196 (Folios 517 y 518 del cuaderno principal).

1.43. Liliana Arango Calderón depositó en JOREPLAT, entre el 13 de junio y el 28 de agosto de 1997, $18’000.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $18’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $28’020.396 (Folios 519 y 520 del cuaderno principal).

1.44. Luz Nelly Bustamante Giraldo depositó en JOREPLAT, el 8 de mayo de 1997, $1’200.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $1’200.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $1’996.944 (Folio 521 del cuaderno principal).

1.45. María Adela López de Castaño depositó en JOREPLAT, el 7 de enero de 1997, $20’000.000 representados en 1 título valor y $443.502 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $20’443.502.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $36’930.131 (Folios 522 del cuaderno principal).

1.46. María Consuelo Pineda Tobón depositó en JOREPLAT, el 2 de septiembre de 1997, $12’500.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $12’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $23’713.177 (Folios 523 y 524 del cuaderno principal).

1.47. María del Carmen Chamosa Fernández depositó en JOREPLAT, el 13 de marzo de 1997, $9’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $9’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $14’855.428 (Folios 525 y 526 del cuaderno principal).

1.48. María del Carmen Amelia Fernández de Chamosa depositó en JOREPLAT, entre el 22 de abril y el 3 de junio de 1997, $14’000.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $14’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $22’452.770 (Folios 527 y 528 del cuaderno principal).

1.49. María Emilce Agudelo Osorio depositó en JOREPLAT, el 9 de junio de 1995,  $4’256.312 representados en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $4’335.424.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $9’130.858 (Folio 529 del cuaderno principal).

1.50. María Fabiola Agudelo Guerrero depositó en JOREPLAT, el 2 de mayo de 1997, $3’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $3’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $5’000.204 (Folio 530 del cuaderno principal).

1.51. María Jesús Valencia Agudelo depositó en JOREPLAT, el 6 de agosto de 1997, $17’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $17’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $26’473.486 (Folios 531 y 532 del cuaderno principal).

1.52. María Lucila Acosta Arenas depositó en JOREPLAT, entre el 17 de marzo y el 17 de junio de 1997, $12’000.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $12’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $20’513.394 (Folios 533 y 534 del cuaderno principal).

1.53. María Luz Dary Osorio de Arango depositó en JOREPLAT, entre el 10 de enero y el 11 de junio de 1997, $13’300.000 representados en 5 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $13’300.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $22’293.662 (Folios 535 y 536 del cuaderno principal).

1.54. María Lyda Cardona Velásquez depositó en JOREPLAT, entre el 7 de marzo de 1996 y el 21 de abril de 1997, $6’300.000 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $6’300.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $11’964.707 (Folios 537 y 538 del cuaderno principal).

1.55. María Marleny Barco de Hoyos depositó en JOREPLAT, entre el 12 de febrero y el 29 de octubre de 1996, $3’000.000 representados en 3 títulos valores y, $674.094 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $3’674.094.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $7’752.019 (Folios 539 y 540 del cuaderno principal).

1.56. María Nidia Londoño de Ayala depositó en JOREPLAT, el 16 de septiembre de 1997, $3’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $3’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $4’595.325 (Folios 540 y 541 del cuaderno principal).

1.57. Mariela Gutiérrez Castillo depositó en JOREPLAT, el 15 de julio de 1996, $4’545.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $4’545.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $9’069.552 (Folio 542 del cuaderno principal).

1.58. Mariela Mazuera de Sanz depositó en JOREPLAT, entre el 12 de abril de 1996 y el 4 de abril de 1997, $6’416.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $6’416.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $10’915.427 (Folios 543 y 544 del cuaderno principal).

1.59. Mariela Vásquez de Patiño depositó en JOREPLAT, entre el 21 de marzo y el 17 de julio de 1997, $13’200.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $15’053.520.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $21’542.579 (Folios 545 y 546 del cuaderno principal).

1.60. Martha Cecilia Villegas Duque depositó en JOREPLAT, el 18 de abril de 1997, $1’000.000 representados en 1 título valor y $6’512.904 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $7’.512.904.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $11’609.177 (Folios 547 y 548 del cuaderno principal).
1.61. Martha Lucía Rodríguez Triviño depositó en JOREPLAT, entre el 22 de marzo de 1996 y el 25 de marzo de 1997, $6’000.000 representados en 2 títulos valores y $628.883 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $6’628.883.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $14’218.366 (Folios 549 y 550 del cuaderno principal).

1.62. Matilde Elena Villalobos Madrid depositó en JOREPLAT, entre el 9 de septiembre de 1996 y el 14 de julio de 1997, $9’800.000 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $9’800.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $16’856.207 (Folios 551 y 552 del cuaderno principal).

1.63. Nancy Castro Bedoya depositó en JOREPLAT, el 1° de octubre de 1997, $3’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $3’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $4’095.325 (Folios 553 y 554 del cuaderno principal).

1.64. Nancy Osorio Agudelo depositó en JOREPLAT, el 24 de septiembre de 1996, $17’000.000 representados en 1 título valor y $3’069.495 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $20’069.495.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $33’966.531 (Folios 555 y 556 del cuaderno principal).

1.65. Nancy Tascón Rendón depositó en JOREPLAT, el 20 de enero de 1997, $9’500.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $9’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $16’809.553 (Folios 557 y 558 del cuaderno principal).

1.66. Nelly Cardona de Gutiérrez depositó en JOREPLAT, el 27 de febrero de 1996, $1’200.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $1’200.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $2’451.040 (Folios 559 y 560 del cuaderno principal).

1.67. Nelly Núñez Flórez depositó en JOREPLAT, entre el 13 de marzo y el 13 de mayo de 1997, $1’700.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $1’700.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $2’857.362 (Folios 561 y 562 del cuaderno principal).

1.68. Octavio Acevedo depositó en JOREPLAT, entre el 9 de diciembre de 1996 y el 2 de julio de 1997, $6’850.000 representados en 2 títulos valores y $323.842 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $7’173.842.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $10’971.305 (Folios 563 y 564 del cuaderno principal).

1.69. Olma Penilla Ballesteros depositó en JOREPLAT, entre el 17 y el 23 de junio de 1997, $2’500.000 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $2’500.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $4’027.201 (Folios 565 y 566 del cuaderno principal).
1.70. Orlando Bolívar Salazar depositó en JOREPLAT, el 20 de enero de 1997, $4’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $4’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $7’310.312 (Folio 567 del cuaderno principal).

1.71. Ramón Alfredo Arias Marín depositó en JOREPLAT, entre el 16 de octubre de 1996 y el 16 de abril de 1997, $17’000.000 representados en 2 títulos valores y $537.990 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $17’537.990.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $33’183.482 (Folios 568 y 569 del cuaderno principal).

1.72. Roberto García Rosales depositó en JOREPLAT, entre el 4 de septiembre de 1997 y el 4 de septiembre de 1998, $13’826.559 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedor por $13’826.559.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $22’079.497 (Folios 570 y 571 del cuaderno principal).

1.73. Rosa María Escobar de Montoya depositó en JOREPLAT, el 6 de febrero de 1997, $1’205.095 representados en 1 título valor y en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $1’205.095.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $2’090.799 (Folio 572 del cuaderno principal).

1.74. Rosa María Rendón de Tascón depositó en JOREPLAT, entre el 18 de julio de 1995 y 30 de junio de 1997, $12’000.000 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $12’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $23’968.988 (Folios 573 y 574 del cuaderno principal).

1.75. Ruby Amparo Arias Correa depositó en JOREPLAT, el 18 de abril de 1997, $10’000.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $10’000.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $16’736.481 (Folio 575 del cuaderno principal).

1.76. Samuel Giraldo Ramírez depositó en JOREPLAT, el 30 de septiembre de 1994, $3’186.663 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedor por $3’186.633.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $7’443.909 (Folio 576 del cuaderno principal).

1.77. Sisney Penilla Ballesteros depositó en JOREPLAT, el 5 de junio de 1997, $2’800.000 representados en 1 título valor.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció el depósito y, por tanto, su calidad de acreedora por $2’800.000.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $4’556.823 (Folios 577 y 578 del cuaderno principal).

1.78. Soledad Vásquez Serna depositó en JOREPLAT, entre el 15 de febrero de 1996 y el 7 de marzo de 1997, $10’475.589 representados en 3 títulos valores.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $20’690.827
 (Folios 579 y 580 del cuaderno principal).

1.79. Stella Castro Bedoya depositó en JOREPLAT, entre el 29 de julio de 1996 y el 19 de agosto de 1997, $9’500.490 representados en 2 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $9’500.490.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $17’088.583 (Folios 581 y 582 del cuaderno principal).

1.80. Teresita de Jesús Zapata Bedoya depositó en JOREPLAT, entre el 17 de julio de 1995 y el 14 de julio de 1997, $5’200.000 representados en 4 títulos valores y $377.241 en una cuenta de ahorros.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $5’708.241.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $9’952.555 (Folios 583 y 584 del cuaderno principal).

1.81. Yolanda Realpe Castillo depositó en JOREPLAT, entre el 7 de enero y el 28 de julio de 1997, $25’315.130 representados en 3 títulos valores.

Mediante la resolución 001 del 25 de junio de 1998, el liquidador de la Cooperativa designado por DANCOOP, luego DANSOCIAL, le reconoció los depósitos y, por tanto, su calidad de acreedora por $25’315.130.

A la fecha de la demanda, sus daños ascienden a $38’927.850 (Folios 585 y 586 del cuaderno principal).

2. La demanda fue admitida mediante auto del 7 de abril de 2000, providencia notificada en debida forma a la parte demandada y al Ministerio Público (Folios 622 a 624 y 629 del cuaderno principal).

3. La parte demandada guardó silencio (Folio 630 del cuaderno principal 2).
4. Mediante auto del 23 de noviembre de 2000, se abrió el proceso a pruebas y, el 21 de noviembre de 2002, se corrió traslado para alegar de conclusión y rendir concepto (Folios 631, 632 y 643 del cuaderno principal 2).
5. En el término del traslado para presentar alegatos de conclusión, la apoderada de la parte demandante reiteró que se evidenciaba una falla en el servicio de vigilancia sobre la actividad financiera por parte de la Nación, a través de DANCOOP –hoy Superintendencia de Economía Solidaria-, en dos hechos:

5.1. Las normas proferidas por el Gobierno Nacional con el fin de suplir las deficiencias de DANCOOP, entre ellas, el Decreto 798 de 1997, en el que se  desestimularon las actividades financieras de las cooperativas, dejando en entredicho la capacidad de DANCOOP para prestar un buen servicio de vigilancia de esa actividad.
Además, el decreto 1668 de 1997 dispuso que la vigilancia y control de las cooperativas que adelantaban actividades financieras sería asumida, en el término de un año, por la Superintendencia Bancaria, pero no se tomaron medidas contundentes para proteger a los ahorradores de esas entidades.
Cuando se expidió la Ley 454 de 1998, que transformó el DANCOOP en DANSOCIAL y creó la Superintendencia de Economía Solidaria, para que vigilara y controlara las cooperativas de ahorro y crédito y las multiactivas con sección de ahorro y crédito, era demasiado tarde, pues el sector cooperativo ya había colapsado y miles de colombianos habían perdido sus ahorros.
5.2. La actitud de absoluta negligencia e indolencia con la que los funcionarios de DANCOOP, responsables de la vigilancia de la cooperativa JOREPLAT, ejercieron su labor, al grado tal que la cooperativa continuó ejerciendo actividades financieras a pesar de la crisis y se inventó un nuevo título de ahorro, con el fin de ocultar el deterioro de su patrimonio, actuación evidentemente dolosa ante la cual el órgano de control y vigilancia guardó silencio (Folios 644 a 654 del cuaderno principal).
Por su parte, la apoderada de DANSOCIAL aseguró que no existió ninguna falla en el servicio respecto de las funciones de inspección y vigilancia a la cooperativa JOREPLAT, pues, por el contario, obra prueba de la intervención y posterior trámite de liquidación, con base en el seguimiento que se le realizó a esa cooperativa.

Cuando DANCOOP observó las conductas “impropias” de la cooperativa, ordenó abrir una investigación preliminar, en la cual estableció que había sobrevaloración de activos y cesación de pagos, y que el Fondo de Liquidez no estaba constituido  conforme a lo establecido en las normas que regían la materia y, como medida preventiva tendiente a salvaguardar los intereses de los asociados, profirió la resolución 2006 del 3 de diciembre de 1997.
La apoderada de DANSOCIAL aseguró, también, que los daños por los que se demanda no existen, como quiera que solo cuando finalice el proceso de liquidación será posible determinar si hubo o no pérdidas para los demandantes, ya que hacerlo antes sería hablar de un perjuicio futuro indeterminable; además, los aportes de los asociados a las cooperativas hacen parte de la prenda general de los acreedores, como patrimonio de la cooperativa, razón por la cual su reclamación no tiene sustento.
Así mismo, manifestó que, si bien DACOOP tenía a su cargo el control y vigilancia de la cooperativa, su control directo estaba a cargo de la propia cooperativa, de su asamblea general y del consejo de administración o junta directiva, por lo que se configura causal de exoneración de responsabilidad de la demandada, ya que ésta no podía intervenir en la autonomía de JOREPLAT (Folios 660 a 665 del cuaderno principal). 
II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.

La sentencia del 1° de septiembre de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, negó las pretensiones de la demanda, con fundamento en que, teniendo como base un informe de la Superintendencia de Economía Solidaria, DANCOOP sí vigilaba los estados financieros de la Cooperativa, al punto de tomar la decisión de intervenirla y liquidarla.

Sostuvo que la demandada, en desarrollo de su carácter netamente técnico, debía limitarse exclusivamente al ejercicio de las funciones que la ley le había asignado en materia de vigilancia y control respecto de las cooperativas, actividades que no comprendían una coadministración o una intervención en el giro ordinario de sus negocios, pues de ninguna manera podía desconocer la autonomía de aquéllas entidades privadas. Su labor, entonces, debía limitarse a la verificación del desarrollo del objeto social y el cumplimiento de las normas cooperativas en beneficio de los asociados.
Afirmó que no se cuestiona la ocurrencia de malos manejos en JOREPLAT y que, en caso de que DANCOOP hubiera incurrido en tardanza para la verificación de las irregularidades que se estaban presentando, ello tampoco la hacía necesariamente responsable, por no tener injerencia directa en los negocios, ni responsabilidad por los resultados dañosos  de los manejos indebidos de aquéllos.

Manifestó que los demandantes debieron hacerse parte en el proceso de liquidación de JOREPLAT, pues solo allí podían válidamente solicitar el pago de sus títulos (Folios 667 a 672 del cuaderno principal). 

RECURSO DE APELACIÓN

En el término dispuesto por la ley, la apoderada de la parte demandante interpuso recurso de apelación contra la anterior providencia, con fundamento en que la función de vigilancia y control de la actividad financiera tiene la misión de garantizar al público que todo organismo abierto al público está en condiciones de prestarle los servicios, con garantía de responder por los recursos que les sean depositados.

No comparte la decisión del a quo, ya que, si el órgano de control encontró viable intervenir la entidad financiera y tomar posesión de ella en 1998, también lo era en 1996 o, incluso, antes y, en consecuencia, hubiera evitado que la ciudadanía siguiera depositando sus recursos en JOREPLAT.

La función de vigilancia es de carácter preventivo y, por ello, debió ejercerse con oportunidad y eficacia. Si bien el Estado intervino a la cooperativa, lo hizo demasiado tarde, cuando muchos ciudadanos habían depositado su dinero en ella.
La recurrente reiteró lo expuesto en los alegatos de conclusión de primera instancia y manifestó que el hecho de haber sido reconocidos como acreedores por el liquidador de la cooperativa no garantizaba la recuperación de sus créditos, precisamente porque el colapso financiero de aquélla la dejó en imposibilidad de reintegrar los títulos de ahorro y sus intereses.
IV. TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA.
El recurso de apelación se concedió el 24 de octubre de 2003 y se admitió, en esta Corporación, el 17 de junio de 2004 (Folios 677 y 698 del cuaderno principal).

En el término del traslado común para presentar alegatos de conclusión, el apoderado de DANSOCIAL sostuvo que no existió omisión que se le pudiera atribuir, pues, por el contrario, en el momento en que tuvo conocimiento de las irregularidades en JOREPLAT procedió a tomar decisiones para salvaguardar los ahorros e intereses de los asociados.

Reiteró lo expuesto en los alegatos de conclusión de primera instancia (Folios 701 a 706 del cuaderno principal).
La parte demandante y el Ministerio Público guardaron silencio (Folio 712 del cuaderno principal).
IV. CONSIDERACIONES

Competencia

Las normas de asignación de competencia que rigen la actuación se encuentran previstas en el Decreto 597 de 1988 y de allí que, para que el asunto pueda ser tramitado en segunda instancia, la cuantía del proceso debe exceder de  $18’850.000. Como quiera que la pretensión de mayor valor formulada en la demanda corresponde a la suma de $379’118.806, solicitada por concepto de perjuicios materiales a favor de Javier Ruíz García, se concluye que esta Corporación es competente para conocer del recurso interpuesto.
Consideraciones previas
Advierte la Sala que obran recortes de periódicos allegados por la parte actora con la demanda
 y por los diarios “El País” y “El Tiempo”
, con los que se pretende demostrar la ocurrencia de los hechos alegados; al respecto, se advierte que aquéllos carecen de la entidad suficiente para probar, por sí solos, la existencia y veracidad de tales hechos. En efecto, en sentencia reciente de la Sala Plena Contencioso Administrativa de esta Corporación se dijo, refiriéndose a las noticias de prensa, entre otras, que “Su eficacia como plena prueba depende de su conexidad y su coincidencia con otros elementos probatorios que obren en el expediente. Por tanto, individual e independientemente considerada no puede constituir el único sustento de la decisión del juez”
, razón por la cual los recortes allegados se apreciarán con el conjunto de pruebas obrantes en el expediente.
Las asociaciones de economía solidaria

Mediante la Ley 454 de 1998 se transformó el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas – DANCOOP en el Departamento Administrativo Nacional de la Economía Solidaria – DANSOCIAL (aquí demandado) y se creó la Superintendencia de la Economía Solidaria.
Según el artículo 2° de la norma citada, se denomina economía solidaria “al sistema socioeconómico, cultural y ambiental conformado por el conjunto de fuerzas sociales organizadas en formas asociativas identificadas por prácticas autogestionarias solidarias, democráticas y humanistas, sin ánimo de lucro para el desarrollo integral del ser humano como sujeto, actor y fin de la economía”. 
Se considera de interés común la protección, promoción y fortalecimiento de las cooperativas y demás formas asociativas y solidarias, con miras a acrecentar el desarrollo económico y robustecer la democracia, propendiendo por una distribución de la propiedad y del ingreso mucho más igualitario, orientado siempre en favor de la comunidad y, en especial, de las clases populares – artículo 3º-.

Las organizaciones de economía solidaria son personas jurídicas cuyo fin no es otro que realizar actividades sin ánimo de lucro, donde los trabajadores o usuarios, según el caso, son sus aportantes y gestores. Su objeto es producir, distribuir y consumir bienes y servicios, para satisfacer las necesidades de sus miembros y propender por el desarrollo de obras, para el beneficio de la comunidad en general –artículo 6º-.

Según el parágrafo 2º del artículo 6º, las cooperativas tienen el carácter de organizaciones solidarias. A su turno, el artículo 7º dispone que las personas jurídicas sujetas a dicha ley “estarán sometidas al control social, interno y técnico de sus miembros, mediante las instancias que para el efecto se creen dentro de la respectiva estructura operativa”. 
Por su parte, el artículo 41 define las cooperativas de ahorro y crédito como organismos cooperativos especializados, cuya función principal consiste en adelantar actividad financiera exclusivamente con sus asociados. Señala que la naturaleza jurídica de aquéllas se rige por las disposiciones de la Ley 79 de 1988, “Por la cual se actualiza la Legislación Cooperativa”, y que tales entidades se encuentran sometidas al control, inspección y vigilancia de la Superintendencia de la Economía Solidaria. 

El propósito fundamental de la Ley 79 de 1988 fue dotar al sector cooperativo de un marco propicio para su desarrollo, como parte fundamental de la economía nacional. El artículo 3º de la norma en comento define el acuerdo cooperativo como “el contrato que se celebra por un número determinado de personas, con el objetivo de crear y organizar una persona jurídica de derecho privado denominada cooperativa, cuyas actividades deben cumplirse con fines de interés social y sin ánimo de lucro”.
El artículo 38 de la Ley en cita señala que, sin perjuicio de la inspección y vigilancia que el Estado ejerce sobre las cooperativas, éstas tendrán una junta de vigilancia y un revisor fiscal. Dice también, en su artículo 40, que dentro de las funciones que le corresponden a la junta están, entre otras, la de velar porque las actuaciones de los órganos de administración se ajusten al ordenamiento legal,  en especial a los principios cooperativos, así como el deber de “informar a los órganos de administración, al revisor fiscal y al Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas sobre las irregularidades que existan en el funcionamiento de la cooperativa y presentar recomendaciones sobre las medidas que en su concepto deben adoptarse”.
El artículo 151 ibídem prevé que las cooperativas estarán sometidas a la inspección y vigilancia del Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas, DANCOOP, a fin de asegurar que los actos atinentes a su constitución, funcionamiento, cumplimiento del objeto social y disolución y liquidación se ajusten a las normas legales y estatutarias dispuestas para tal efecto. En todo caso, “las funciones de inspección y vigilancia no implican por ningún motivo facultad de cogestión o intervención en la autonomía jurídica y democrática de las cooperativas”.
De conformidad con el anterior panorama normativo, aplicable para la época de los hechos, cabe resaltar que las sociedades de economía solidaria, como las cooperativas de ahorro y crédito, están sujetas a un doble control de inspección y vigilancia, orientado particularmente a que los actos de los órganos de administración, que sean atinentes a su constitución, funcionamiento, cumplimiento del objeto social, disolución y liquidación, se ajusten a las normas legales y estatutarias. Ese doble control está constituido, por un lado, por el control interno, el cual está a cargo de la junta de vigilancia y del revisor fiscal de cada entidad y, por el otro, por el que realiza el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas - DANCOOP, luego Departamento Administrativo Nacional de la Economía Solidaria DANSOCIAL, hoy Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias.
Lo anterior, teniendo en cuenta que el decreto 4122 de 2001 transformó el Departamento Administrativo Nacional de la Economía Solidaria - DANSOCIAL, en una Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias, cuyo objetivo es “diseñar, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar los programas y proyectos para la promoción, planeación, protección, fortalecimiento y desarrollo de las organizaciones solidarias y para dar cumplimiento a las disposiciones establecidas en la Constitución Política” (artículo 3°).
Caso concreto

Mediante resolución 01682 de 1962, proferida por el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas (Sede Santiago de Cali), se le reconoció personería jurídica a la Cooperativa de Ahorro y Crédito - JOREPLAT y, mediante resolución 902 del 12 de marzo de 1992, se le autorizó para desarrollar actividades financieras (Folios 32, 33 y 38 del cuaderno 2). 

Dentro del material probatorio allegado en debida forma al proceso, obran las copias auténticas de los certificados de las cuentas de ahorros, de los “Certificados de Depósito de Ahorro a Término”, de los “Certificados de Aportación de Inversión Empresarial” y de los certificados “Socio millonario”, constituidos por la Cooperativa de Ahorro y Crédito - JOREPLAT
, a nombre de los 81 demandantes, documentos que resultan idóneos para acreditar que todos ellos depositaron sumas determinadas de dinero en la mencionada cooperativa. Así, pues, se tiene por acreditado el daño por el cual se demanda.
Como a la demandada se le atribuye la responsabilidad por los daños ocasionados con la omisión de su deber de vigilancia de la actividad financiera desarrollada por la Cooperativa de Ahorro y Crédito – JOREPLAT, se procede a analizar si la entidad incurrió o no en una falla del servicio.
Mediante oficio DIR 970 del 21 de junio de 2001, la Directora Territorial del Departamento Administrativo Nacional de la Economía Solidaria – DANSOCIAL comunicó al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca que: “en cumplimiento del Artículo 31 de la Ley 454 de 1998 ejerció sus funciones de control, inspección y vigilancia hasta el pasado 27 de Octubre de 1999, fecha en la cual la Superintendencia de la Economía Solidaria asumió legalmente dichas funciones de conformidad con lo previsto en la Resolución No. 129 de Octubre 22 de 1999…”
.

Mediante el oficio DSI-1636/01 del 24 de agosto de 2001
, la Asesora del Despacho del Grupo de Intervenidas de la Superintendencia de la Economía Solidaria envió al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca varios documentos relacionados con la toma de posesión y posterior proceso de liquidación de la Cooperativa de Ahorro y Crédito - JOREPLAT
, de los cuales se destacan, los aspectos que pasan a exponerse.
En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 18 del Decreto 1134 de 1989
, la Empresa de Servicios Corporativos de Auditoría - UCONAL,  encargada de la revisoría fiscal de la Cooperativa de Ahorro y Crédito - JOREPLAT, debía rendir informes cada tres meses al Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas - DANCOOP, sobre el manejo dado a la citada cooperativa en relación con los siguientes aspectos:

“1. Si la entidad ha mantenido constantemente los depósitos de liquidez sobre los recursos captados de ahorro en el porcentaje establecido por este Decreto.

“2. Si la entidad se ajustó permanentemente a las relaciones de endeudamiento establecidas en el presente Decreto y durante el término materia del informe.

“3. Si los préstamos otorgados constan en títulos valores debidamente diligenciados y con las correspondientes garantías.

“4. Si la cartera del servicio de ahorro y crédito está debidamente clasificada, si sobre ella se vienen efectuando las previsiones que la amparan y si estas cubren la totalidad de las obligaciones de dudoso recaudo.

“5. Si la entidad se ajustó al régimen de inversión señalado en este Decreto en relación con los recursos de captación de ahorros y si los servicios de previsión, asistencia y solidaridad se prestaron sin comprometer los citados recursos.

“6. Si la administración del servicio de ahorro y crédito se ha desarrollado en forma normal y sin alteraciones que hayan ocasionado pérdida de confianza en los ahorradores, o corridas imprevistas de depósitos de ahorros.

“7. Si la revisoría fiscal cuenta con los medios suficientes y adecuados para garantizar una normal y periódica vigilancia de las operaciones de ahorro y crédito”.
En el informe de la revisoría fiscal de la Cooperativa JOREPLAT, correspondiente a los meses de abril a junio de 1996, rendido a DANCOOP el 12 de agosto de 1996
, quedó consignado que dicha cooperativa mantuvo constantemente las reservas de liquidez sobre los recursos captados de ahorro, se ajustó permanentemente a los montos de endeudamiento establecidos, los créditos otorgados fueron debidamente respaldados con garantías avaladas por el reglamento de créditos vigente para la época, la cartera estuvo debidamente clasificada y provisionada, JOREPLAT se ciñó al régimen de inversión fijado para los recursos de captación de ahorro y prestó los servicios sociales de previsión, asistencia y solidaridad sin comprometer los recursos captados, mientras que la administración del servicio de ahorro y crédito se desarrolló normalmente, al igual que la confianza de los ahorradores. 

En relación con los trimestres de julio a septiembre
 y octubre a diciembre de 1996
, los informes de revisoría fiscal –presentados a DANCOOP el 27 de febrero de 1997- establecieron que la Cooperativa JOREPLAT no mantuvo constantemente los depósitos de liquidez sobre los recursos captados de ahorro en el porcentaje establecido por el Decreto 1134 de 1989, tampoco se ajustó permanentemente a las relaciones de endeudamiento, superando la captación de terceros, ni al régimen de inversión fijado en relación con los recursos de captación de ahorro, lo cual tuvo efecto en la prestación de los servicios sociales de previsión, asistencia y solidaridad, comprometiendo los recursos captados; pero, los citados informes permitieron establecer también que la totalidad de los créditos otorgados se encontraban respaldados con pagarés debidamente diligenciados con sus respectivas garantías y que la administración del servicio de ahorro y crédito se había desarrollado en forma normal, sin que se hubieran presentado situaciones que ocasionaran pérdida de confianza entre los ahorradores. Estos últimos informes revelaron, además, que la empresa encargada de la revisoría fiscal contaba con los medios suficientes y adecuados para garantizar una normal y periódica vigilancia de las operaciones de ahorro y crédito.
El informe de revisoría fiscal, correspondiente al trimestre de enero a marzo de 1997, rendido a DANCOOP el 21 de mayo de ese mismo año
, estableció que la Cooperativa JOREPLAT “no se ajusto (sic) al régimen de inversión señalado por la ley en relación con los recursos de captación de ahorro como consecuencia de las inversiones en activos fijos”, pero que los servicios de previsión, asistencia y solidaridad se prestaron sin comprometer los citados recursos. Ahora, según el citado informe, los préstamos otorgados fueron respaldados con títulos valores debidamente diligenciados y contaban con las garantías suficientes, de acuerdo con el reglamento vigente, a lo cual se suma que la cartera de ahorro y crédito se clasificó en forma extracontable, de lo cual se infiere que las garantías no se ajustaron a las provisiones que las amparaban para cubrir la totalidad de las obligaciones, pero que la administración del servicio de ahorro y crédito se desarrolló en forma normal, sin alteraciones que ocasionaran pérdida de la confianza de los ahorradores o retiros imprevistos de ahorros.
Por su parte, el informe correspondiente al trimestre comprendido entre abril y junio de 1997, rendido por la revisoría fiscal de JOREPLAT a DANCOOP el 31 de julio de 1997
, estableció que tal cooperativa “no se ajustó al régimen de inversión señalado por la ley en relación con los recursos de captación de ahorro como consecuencia de las inversiones en activos fijos y daciones recibidas en pago”; no obstante, los servicios de previsión, asistencia y solidaridad se prestaron sin comprometer los citados recursos. El informe también señaló que los préstamos otorgados fueron respaldados con títulos valores, debidamente diligenciados, que contaban con las garantías suficientes, de conformidad con el reglamento vigente y que la administración del servicio de ahorro y crédito se desarrolló en forma normal, sin alteraciones que ocasionaran pérdida de la confianza de los ahorradores o retiros imprevistos de ahorros; sin embargo, sostuvo que se evidenciaban en el análisis de algunos indicadores económicos, signos de iliquidez.              
El 13 de agosto de 1997, la revisoría fiscal de la Cooperativa JOREPLAT le informó al Departamento Administrativo de Cooperativas, DANCOOP, lo siguiente:

“Por medio de la presente le informo que la COOPERATIVA ESPECIALIZADA DE AHORROS Y CRÉDITO JOREPLAT, (sic) presentó en la fecha retiros de depósito por valor aproximado de $5.000.000.000 más intereses, para lo cual utilizó $2.965.000.000 de sus recursos mantenidos en el Fondo de Liquidez de acuerdo a (sic) lo establecido en la Circular Externa #020 de octubre 13 de 1989, quedando asi dicho Fondo en Cero (sic).

“Adjunto Carta de Compromiso (sic) de la Administración para ajustar nuevamente su Fondo de Liquidez a los porcentajes requeridos por la Ley, en el plazo estipulado”
.

En consecuencia, mediante auto 12 del 25 de agosto de 1997, el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas – DANCOOP inició una investigación preliminar contra la Cooperativa de Ahorro y Crédito – JOREPLAT; en tal virtud, el 26 de agosto siguiente, practicó una visita a las instalaciones de la citada cooperativa, cuyo informe –sin fecha de presentación- reveló varias inconsistencias en torno al manejo que se le había dado a la misma
.
Aquellas inconsistencias fueron: excedentes negativos altos debido a que se detuvo el crecimiento de la cooperativa
, sobregiros bancarios altos
, dación en pago de bienes inmuebles
 dada la insolvencia de los usuarios de créditos, desvío de los recursos del fondo de liquidez
 (los CDT reportados que conformaban el fondo de liquidez fueron utilizados para cubrir retiros), algunos de los valores identificados como “aportes” no hacían parte de aquéllos, es decir, no hacían parte del patrimonio de la cooperativa
. La cooperativa presentó pérdidas
.
Así las cosas, a través de la resolución 2006 del 3 de diciembre de 1997, el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas - DANCOOP ordenó tomar posesión de la Cooperativa de Ahorro y Crédito – JOREPLAT, para administrar sus negocios, bienes y haberes y, mediante la resolución 0180 del 29 de enero de 1998, ordenó tomar posesión para liquidarla
, considerando que, “según los informes presentados por el Agente Especial designado para la administración de la citada Cooperativa, Especialmente (sic) su último informe, se observa que pese a los ingentes esfuerzos realizados para colocar al Ente Cooperativo (sic) en condiciones de desarrollar su objeto social conforme lo señala el contrato social, resultó imposible dada la insolvencia e iliquidez de la misma, originada en las múltiples irregularidades que presentaba antes de la intervención para administrarla, persistiendo las causales que dieron lugar a este (sic) y que igualmente son motivo  para liquidar a una entidad”
.
A diferencia de lo manifestado por la parte actora, para la Sala el material probatorio que viene de exponerse no permite inferir que el Departamento Administrativo Nacional de Cooperativas - DANCOOP, luego DANSOCIAL, omitió vigilar y controlar, de conformidad con el ordenamiento legal vigente para la época de los hechos, las actividades financieras de la Cooperativa de Ahorro y Crédito – JOREPLAT, pues ninguna de las pruebas allegadas da cuenta de ello y, en cambio, sí se evidencia con ese mismo material que, cuando la situación lo ameritó, dicho organismo oficial inició una investigación preliminar que terminó con su intervención.

En efecto, si bien es cierto que, previo al informe del 31 de julio de 1997, la revisoría fiscal hizo algunas anotaciones sobre el régimen de inversión en relación con los recursos de captación de ahorro y sobre la cartera de ahorro y crédito, es también cierto que ello no hacía necesaria la intervención, pues, al mismo tiempo, dicha revisoría envió mensajes de tranquilidad y normalidad, en cuanto aseguró que los servicios de previsión, asistencia y solidaridad se prestaron sin comprometer tales recursos, que los préstamos otorgados estaban respaldados con títulos valores y que, por lo tanto, estaban suficientemente garantizados y, además, aseveró que la administración del servicio de ahorro y crédito se desarrolló normalmente, sin que los ahorradores perdieran la confianza o hicieran retiros imprevistos de ahorros.
A lo anterior, se añade que los informes de revisoría previos al del 31 de julio no hicieron referencia, en momento alguno, a que la Cooperativa estuviera en situación de iliquidez, ni mucho menos a que la misma presentara pérdidas económicas o de confianza de los ahorradores, de modo que ninguna acción era de esperarse de parte del órgano estatal de vigilancia y control.
En cambio, cuando se recibió el informe fechado el 31 de julio del mismo año, que reveló la existencia de signos de iliquidez de la Cooperativa JOREPLAT, esto es, el correspondiente a los meses de abril a junio de 1997 y se le informó (13 de agosto de 1997) que se habían presentado retiros por $5.000’000.000 más intereses y que el fondo de liquidez había quedado en cero (0), la demandada ordenó practicar una visita a las instalaciones de esa cooperativa, cuyo informe –sin fecha de presentación- reveló varias inconsistencias (mencionadas en la pág. 46 de esta providencia) que no habían sido evidenciadas en los informes trimestrales previos de la revisoría fiscal, en relación con el manejo que se le venía dando a la misma.

Así, mediante Resolución 2006 de 3 de diciembre de 1997, la entidad demandada ordenó la toma de posesión de la Cooperativa de Ahorro y Crédito - JOREPLAT, a fin de administrar sus negocios, bienes y haberes. Luego, ante la imposibilidad de ponerla en condiciones de desarrollar con normalidad su objeto social, ordenó su liquidación, cosa que se hizo a través de la Resolución 0180 de 29 de enero de 1998, la cual, como se observa, se expidió antes de transcurrir 2 meses desde cuando se ordenó la toma de posesión, tiempo que se estima prudente para adoptar esta última decisión.

En efecto, la Ley 79 de 1988 y sus decretos reglamentarios (vigentes para la época de los hechos) no establecían términos para la adopción de aquellas medidas de intervención y liquidación, de modo que las mismas debían ser tomadas con prudente juicio y en términos razonables conforme a las reglas de la experiencia, frente a las cuales decisiones como esas no podían ser apresuradas ni tardías, es decir, debían ser lo más oportunas posibles; en estas circunstancias, a juicio de la Sala, pasar de una toma de posesión a una orden de liquidación en menos de un mes resultaba prematuro, pues en ese término difícilmente unas medidas correctivas podían surtir efectos positivos y tres meses o más, en cambio, podían redundar en una demora cuando menos inconveniente o cuestionable, de cara a la protección de los intereses de los afectados con la compleja situación económica o financiera de la entidad. Así las cosas, el lapso de casi dos meses que transcurrió entre aquellas dos decisiones resulta o se antoja razonable para proponer y poner en marcha las medidas de administración tendientes a corregir los manejos inadecuados que se habían detectado con anterioridad, con el fin de conseguir el desarrollo normal del objeto social de la cooperativa o, de lo contrario, para decidir su liquidación.
Tanto es así que, solo a manera de referencia, por cuanto no es aplicable al caso presente, se observa que el artículo 1° del decreto 2211 de 2004
 (derogado por el decreto 2555 de 2010) establecía, en desarrollo del artículo 115 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero
, que la decisión de liquidar debía tomarse “en un término no mayor de dos (2) meses contados a partir de la fecha de la toma de posesión, prorrogables por un término igual”.
Puede concluirse, entonces, que además de que la entidad demandada sí ejerció sus funciones de inspección, control y vigilancia sobre la Cooperativa de Ahorro y Crédito – JOREPLAT, de conformidad con lo establecido en el ordenamiento legal, lo hizo oportunamente, a fin de que ésta pudiese desarrollar normalmente su objeto social, efecto para el cual tomó las decisiones a su alcance de manera acertada y oportuna, incluida la orden de liquidarla, pues, no obstante los ingentes esfuerzos para lograr aquél propósito no fue posible realizarlo, dadas la insolvencia y la iliquidez de la misma.
A lo anterior debe agregarse que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. Así pues, la parte demandante no cumplió con la carga probatoria que le impone esta norma, toda vez que –bueno es resaltarlo–, no allegó al proceso prueba idónea y eficaz para acreditar que la entidad demandada omitió su obligación de vigilar y controlar las actividades financieras de la Cooperativa de Ahorro y Crédito – JOREPLAT y que, por tanto, debió intervenirla con anterioridad a que la revisoría fiscal evidenciara signos de iliquidez.
Así las cosas, no se acreditó ninguna falla del servicio en el presente asunto, pues la entidad demandada implementó, en un tiempo razonable, las medidas que la ley le permitía para la época de los hechos, prueba de ello –se reitera- es que, cuando empezaron a evidenciarse algunos síntomas de iliquidez, ordenó inmediatamente la toma de posesión y, en menos de dos meses, como dicha medida no fue suficiente para que la cooperativa lograra el desarrollo normal de su objeto social, ordenó su liquidación.
Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala confirmará la sentencia recurrida, pero por las razones aquí expuestas.
Costas
En consideración a que no se evidenció temeridad, ni mala fe en la actuación procesal de las partes, la Sala se abstendrá de condenarlas en costas, de conformidad con lo establecido en el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la ley 446 de 1998.   

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:
Primero.- Confírmase la sentencia del 1° de septiembre de 2003, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca.
Segundo.- Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE
        HERNÁN ANDRADE RINCÓN 

                   MAURICIO FAJARDO GÓMEZ
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
�� Si bien esta persona fue mencionada como demandante (folio 437 del cuaderno principal), no otorgó poder para demandar y tampoco aparece en la individualización de las pretensiones (folios 446 a 586 del cuaderno principal).


� Folios 439 y 440 del cuaderno principal


� En este caso, algunas de las sumas de dinero depositadas por cada uno de los demandantes pueden ser distintas de las reclamadas al momento de la interposición de la demanda, dependiendo de los intereses que esperaban recibir (de acuerdo al título utilizado) y de la actualización de esos valores, según el caso. 


� En las pretensiones de la demanda no se mencionó que a esta demandante se le hubiera  reconocido su calidad de acreedora (folios 579 y 580 del cuaderno principal)


� Obrantes de folio 83 a 96 del cuaderno 1


� Folios 1 a 6 del cuaderno 2


� Sentencia del 29 de mayo de 2012. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. PI 2011-01378-00. C.P. Susana Buitrago Valencia


� Folios 97 a 435 del cuaderno 1


� Folios 6 y 7 del cuaderno 2


� Folios 10 a 14 del cuaderno 2


� Folios 15 a 184 del cuaderno 2.


� Por el cual se reglamenta la actividad de Ahorro y Crédito desarrollada por las Cooperativas y se dictan normas para el ejercicio de la actividad financiera por parte de éstas.


� 183 y 184 del cuaderno 2


� 180 y 181 del cuaderno 2


� 177 y 178 del cuaderno 2


� Folios 173 y 174 del cuaderno 2


� Folios 170 y 171 del cuaderno 2


� Folio 119 del cuaderno 2


� Folios 55 a 101 del cuaderno 2


� Folio 64 del cuaderno 2


� Folio 70 del cuaderno 2


� Folio 71 del cuaderno 2


� Folio 73 del cuaderno 2


� Folio 76 del cuaderno 2


� Folio 78 del cuaderno 2


� Folio 16 y 44 del cuaderno 2


� Folio 44 del cuaderno 2


� Por medio del cual se determina el procedimiento aplicable a las entidades financieras sujetas a toma de posesión y liquidación forzosa administrativa


� Decreto 663 de 1993
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